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 LA ARGUMENTACION JURIDICO PROCESAL
Cicerón sostenía que un argumento es una razón que sirve para CONVENCER respecto de una cosa dudosa. Descartes consideraba al argumento como un eslabón dentro de una cadena de ideas orientadas a establecer la CERTEZA de una conclusión. Para Perelman, el argumento es parte de un proceso encaminado a PERSUADIR sobre el carácter RAZONABLE de un criterio, una idea, una decisión. Personalmente considero que un argumento es una razón que ayuda a sostener y demostrar una conclusión. 

El Abogado en su quehacer profesional como asesor, legislador, docente, Juez, o en el libre ejercicio, está llamado a razonar con una lógica específica, la lógica jurídica, sobre temas vinculados con su actividad propia, y consecuentemente a obrar con argumentos jurídicos, por lo que necesita conocer entre otros aspectos, ¿que es argumentar?, ¿sobre que se debe argumentar?, ¿como argumentar?, ¿que argumentos son correctos y cuales no?, ¿qué se debe decir y que se debe evitar en la argumentación?, ¿cuál el tipo de lenguaje?, etc. La importancia del tema ha llevado a la formación de la Teoría de la Argumentación Jurídica, que enseña a desarrollar conocimientos y  destrezas prácticas, utilizables en la vida profesional para dar fuerza a las razones y conclusiones que se sostienen frente a un auditorio receptor, y que serán solidas en la medida en que se sustenten en normas, en principios, pero fundamentalmente en valores. La calidad de la argumentación será un referente de la calidad del abogado.

Así, la argumentación jurídica es una actividad lógica encaminada a demostrar o justificar, con fundamentos o razones, y con un lenguaje jurídico, oral o escrito, claro y preciso,  la certeza o el desacierto, la verdad o el error de una posición, una proposición, una pretensión jurídica, una afirmación o negación, un derecho, etc. 

Pero es en el campo procesal judicial en donde la argumentación jurídica se manifiesta en toda su magnitud e importancia, pues coadyuva a sostener con seguridad los fundamentos de hecho y derecho de una demanda, de la contestación y sus excepciones, de un recurso, de un informe en derecho, una sentencia, una audiencia en estrados, la intervención en una inspección judicial, etc.. Mas, en el objetivo de obtener la verdad para a través de ella llegar a la Justicia, ha de argumentarse en base a premisas correctas y verdaderas, evitando las falacias argumentativas, es decir los argumentos falsos, que conducen a conclusiones o síntesis alejadas de la verdad y la certeza, pues en el campo silogístico, si las premisas son verdaderas, la conclusión lo será, mas de ser falsas, se afectará a la verdad. Por ello, además, se debe obrar con ética, lealtad, sinceridad y verdad  en los argumentos, para no inducir ni ser inducidos a error, ya de buena fe(paralogismos) o mala fe(sofismas).  

Por todo ello en la argumentación del Abogado deben estar presentes: 1).- la lógica, que le permite analizar, comparar, clasificar, sintetizar; 2).- la crítica, que le posibilita asociar, censurar, evaluar, juzgar; y, 3).-  la creatividad, que le permite recrear, ejemplificar, hipotetizar. 

ELEMENTOS  DE LA ARGUMENTACION  JURIDICA

En la argumentación judicial se distinguen tres elementos: 

1.- el sujeto activo de la argumentación, llamado también argumentante, expositor u orador, que en el proceso puede ser el actor, el demandado, el juez, el abogado, ocasionalmente un tercero llamado a intervenir, o un sujeto auxiliar de justicia como el perito, el testigo, el intérprete, etc. Mas en todo caso, debe tener capacidad argumentativa y estar instruido sobre el objeto y contenido de su argumentación, los puntos sobre los que debe recaer, el método o forma de hacerlo. Para ello debe ganar personalidad y seguridad en la oratoria forense, perder el miedo escénico y el temor reverencial, ganar fortalezas físicas y mentales para actuar con serenidad y seguridad al momento de la argumentación. En relación al sujeto pasivo, debe concitar su atención mirándolo directamente, llevándole con claridad y exactitud sus conceptos jurídicos y su discurso, explicando el sentido de ciertas palabras, ideas o conceptos, formulando ejemplos para recrearlos. Además debe asumir un método de exposición en base a una sumilla de elementos que le permitan expresarse con coherencia y enfocar todos los puntos que previamente ha considerado necesario exponer. 

2.- el sujeto pasivo, receptor o auditorio, que en el proceso pueden ser las partes respecto de la exposición del Juez; o una parte y el juez, con relación al razonamiento de la otra parte; o el juez y las partes, respecto del informe de un perito, intérprete o testigo. Es así que el auditorio puede estar constituido por un individuo o conjunto de individuos a quienes se dirige la argumentación jurídica oral o escrita y a quienes se pretende persuadir y convencer objetivamente sobre la corrección y certeza de sus hipótesis y conclusiones procesales, buscando su adhesión. En ese sentido el sujeto pasivo debe atender al activo con respeto, orden y atención, a fin de tomar del discurso de aquel, los argumentos verdaderos o acertados separándolos de aquellos inexactos, incorrectos o falsos, ya sea replicarlos en ejercicio de la contradicción o utilizarlos en el caso del Juez, como parte fundamental de su decisión, en el evento que le hayan llevado certeza y convicción.
3.- el discurso, exposición o razonamiento, que en el proceso puede darse verbalmente o por escritos como los de demanda, contestación, prueba, impugnación, providencias, informes en derecho o periciales, etc., debe cumplir con una exigencia formal y otra esencial. La primera impone la utilización de un lenguaje jurídico claro, concreto, completo y coherente, así como de una oratoria o discurso forense convincente, para que el mensaje sea captado y logre adhesión en el auditorio, pero siempre acompañado de ética discursiva, que exige sinceridad y lealtad en lo que se expresa. Séneca señalaba que “El lenguaje de la verdad debe ser simple y sin artificios”. La segunda impone dos procedimientos, uno para fijar o determinar las premisas o conclusiones; y, otro para justificar o probar dichas premisas y conclusiones. En el caso específico del Juez, estos procedimientos deben ser estrictos y certeros, pues si bien en teoría no está obligado a explicar sus resoluciones sino a justificarlas, en la práctica, especialmente en la parte motiva de la sentencia y bajo pena de nulidad, debe determinar las razones tanto explicativas como justificativas (valorativas) de la parte dispositiva. 

LAS CLASES DE LENGUAJE

En el campo jurídico como en otras ciencias, el lenguaje como medio de intercomunicación, debe ser claro, concreto y coherente, pero además, fluido y certero a fin de cumplir con el objetivo de informar, describir, explicar, reivindicar, fundamentar, motivar, decidir, convencer. Un correcto dominio del lenguaje permitirá una buena comunicación, por ello la exactitud de la palabra en el Abogado, se asimila a la estrictez de la nota en el músico y para ello debe conocer el tecnicismo de ciertas palabras que en el lenguaje jurídico tienen un SENTIDO y CONTENIDO PROPIOS, como equidad, acción, jurisdicción, juicio, allanamiento, recurso, obligación, carga, etc.
Por su forma el lenguaje puede ser oral, escrito, por señales, gesticular, kinestésico, etc., siendo el primero el que mas influye en la comunicación por la variedad de expresiones fonéticas y por permitir una mas rápida y fácil interlocución.
Por su contenido o naturaleza, las clases mas comunes son: 

LENGUAJE ASERTIVO O DESCRIPTIVO: el lenguaje  utilizado tiende a afirmar o describir algo. Ej: “Justicia es dar a cada quien lo que le corresponde”. “Juicio es la contienda legal sometida a la resolución de los jueces”, proposición correcta, pero que si buscamos aplicarla a un proceso de jurisdicción voluntaria, resultaría falsa. 

LENGUAJE PRESCRIPTIVO O DIRECTIVO: el lenguaje utilizado tiende a disponer o “prescribir” una actitud o conducta determinada y que generalmente se utiliza en la mayoría de normas legales, pero  también en actividades procesales y aún particulares. Ej: “La demanda debe ser clara y contendrá…”; “Acuda el demandado a rendir la confesión dispuesta”; “Presenten las partes sus informes en derecho”. “Determinen las partes correo electrónico”. Sin embargo hay casos en que esas prescripciones son eficaces y en otras no.

LENGUAJE EXPRESIVO: el lenguaje utilizado contiene juicios de valor, con los que se busca influir en el pensamiento o conducta del receptor. Recordemos que un juicio es una operación mental con la que afirmamos o negamos algo. Si aquel proceso mental se liga a valores, será un juicio de valor. Ej: “No puede Ud. Señor Juez sacrificar la Justicia por la omisión de formalidades”; “Si bien soy demandado, tengo derecho al acceso a la justicia y a la tutela efectiva de mis derechos e intereses”; “Si bien Usted es Juez, no me puede obligar a hacer algo prohibido, ni a dejar de hacer algo no prohibido por la ley”.

LENGUAJE OPERATIVO O REALIZATIVO: el lenguaje utilizado tiene un sentido propio y específico para cierta actividad, por lo que no describe, prescribe, ni expresa valoraciones, sino que conlleva necesariamente un tipo de conducta. Ejemplo: “Administrando Justicia en nombre del pueblo soberano….”; “Avoco conocimiento de la presente causa por encontrarme encargado del despacho”; “Autos para dictar sentencia”.    

EL JUEZ Y LA ARGUMENTACION JUDICIAL

El art. 76 No. 7, lit. l de la ley suprema prescribe que “Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho…”. La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional en su art. 4 No.9 manda que los jueces “..tienen la obligación de fundamentar adecuadamente sus decisiones a partir de las reglas y principios que rigen LA ARGUMENTACION JURIDICA…”. Estas exigencias imponen al Juez la necesidad de obrar OBJETIVAMENTE, sobre pruebas y otros elementos de convicción, pues lo que no se puede justificar racional y objetivamente, no tiene valor como argumento jurídico. Lo contrario sería permitir el subjetivismo y la arbitrariedad. Particularmente el requerimiento de la “debida motivación”,  le impone persuadir con razones prácticas, tanto jurídicas como axiológicas sobre la certeza de su decisión, acudiendo particularmente a los valores fundamentales que consagra la Constitución, pues las normas y los principios están al servicio de los valores. La Corte Constitucional, en su sentencia No. 1-2010 publicada en el R.Oficial No. 351, crea la primera jurisprudencia obligatoria y vinculante, estableciendo en su numeral 20 que un efecto esencial de ésta, es propiciar “El tránsito de un juez mecánico aplicador de reglas a un juez garante de los contenidos axiológicos previstos en la Constitución”. A su vez, su numeral 29, reconoce el carácter dinámico de la ley, y de la  jurisprudencia legal y constitucional(“derecho vivo”), que es cambiante en la medida en que cambian los conflictos y los valores en conflicto. 
Históricamente han existido tres teorías sobre la argumentación: la de la Escuela de la Exégesis; de la Escuela Sociológica, Teleológica o Funcional; y de la Escuela de la concepción Tópica.
1).- Escuela de la Exégesis.- En el objetivo de frenar la arbitrariedad subjetiva, a raíz de la Revolución Francesa se le asigna al legislador la tarea de dictar normas generales y comunes, en nombre del pueblo y para el pueblo; y al Juez la tarea administrativa de impartir justicia aplicando deductivamente cada ley al caso concreto, buscando con su argumentación hacer coincidir su decisión con la expresión gramatical de la norma, es decir con el resultado de la interpretación del texto de la ley, constituyéndose a criterio de Montesquieu en “la boca que declara la ley”, en aplicador formal y mecánico de “la letra de la ley”, de “lo que dice la norma”, mediante el silogismo expresión de la lógica formal en el cual la premisa menor o fáctica está constituida por los hechos alegados y probados en juicio, que deben corresponder o subsumirse en el supuesto o hipótesis de hecho, del texto de la premisa mayor o normativa aplicable al caso, siendo la sentencia, la conclusión lógica pero rígida del silogismo judicial. Ej. Si una norma, por razones de seguridad, prohibía tener alcohol o derivados en un inmueble, quien lo tuviere así sea para curar una herida, simple y llanamente debía ser sancionado por violar la norma. En materia de tránsito, si por razones de seguridad la ley sancionaba el exceso de velocidad, nada podía hacer el médico que asistía a salvar una vida superando el máximo permitido, pues el policía le detendrá señalando que el texto de la ley  tipifica ese hecho como infracción.  En el ámbito procesal, un error formal   (en una letra, un número o dato) en la demanda, en la contestación, una providencia, etc., acarreaba la nulidad del acto o aún del proceso. 
Desgraciadamente aún hay jueces que siguen con la misma visión epidérmica y cumplen la misma función, reduciendo su actividad argumentativa a un razonamiento superficial, buscando el mayor ajuste o correspondencia entre el caso y el texto de la norma, del cual son esclavos. Para ellos, salirse del esquema es extralimitarse en sus funciones o prevaricar. 

2).- Escuela Teleológica, Funcional y Sociológica: A finales del siglo XIX la función del Juez cambia, pues debe argumentar con criterio sociológico y teleológico, flexibilizando el rigor de la norma,  buscando en ella el fin o utilidad social que persiguió el legislador, el espíritu o razón de la ley ligado a valores. Ya no debe buscar lo que la norma dice, sino lo que la norma quiere, es decir su finalidad, en miras a llegar a una resolución justa. En el ejemplo anterior, el Juez no sanciona, pues reconoce que sobre el valor seguridad, está el valor salud; y en lo procesal, el valor justicia. Así, la ley tiene una función realizadora de los valores, y el Juez la misión de buscar los valores en conflicto dentro del proceso, para luego de ponderarlos, tutelar en su resolución a aquel jerárquicamente superior en la búsqueda de una solución equitativa del conflicto. En otras palabras, el Juez en el ejercicio de la jurisdicción, tiene la potestad de adecuar la ley al caso concreto, flexibilizándola, pues la ley es hecha por personas con valores, para personas con valores, pero que siendo humanas, erráticas y conflictivas, ocasionalmente la transgreden, por lo que le corresponde administrar justicia humana y para humanos, con flexibilidad normativa y ponderación valorativa, dejando la rigidez legalista de su argumentación, pero evitando la discrecionalidad de la libre apreciación o la  íntima convicción.

3).- La Escuela de la concepción Tópica de la Argumentación o de la Razón Práctica, considera que el razonamiento o argumentación del Juez ya no debe ser solo la conclusión de un silogismo, o la búsqueda de una solución equitativa, sino el resultado de la conciliación de los principios de derecho con valores como la equidad y la seguridad jurídica, pues como Juez garantista de los derechos y  responsable del control social del proceso, debe obrar con un criterio dialéctico que reconozca el cambio de los valores en el devenir de la vida social y su relación con la realidad práctica, lo que le impone en ciertos casos, privilegiar un valor actual, sobre otro que al momento de vigencia de la ley, era superior.  Hoy, la sentencia que dicta en un caso concreto no solo debe estar de acuerdo con la ley, sino con criterios y principios de equidad y razonabilidad, pues solo articulando los fines de la norma, al logro de la paz y el bien común, se puede garantizar un “debido proceso sustancial” ligado a principios y valores, y no simplemente un debido proceso formal.

Particularmente el requerimiento de la “debida motivación”  le impone persuadir con argumentos y razones prácticas, tanto jurídicas como axiológicas sobre la certeza de su decisión, acudiendo particularmente a los valores fundamentales que consagra la Constitución, pues las normas y los principios están al servicio de los valores. La Corte Constitucional, en su sentencia No. 1-2010 publicada en el R.Oficial No. 351, crea la primera jurisprudencia obligatoria y vinculante, estableciendo en su numeral 20 que un efecto esencial de ésta, es propiciar “El tránsito de un juez mecánico aplicador de reglas a un juez garante de los contenidos axiológicos previstos en la Constitución”. A su vez, su numeral 29, reconoce el carácter dinámico de la ley, y de la  jurisprudencia legal y constitucional(“derecho vivo”), que es cambiante en la medida en que cambian los conflictos y los valores en conflicto.  

Por último, de ser necesario interpretar una norma, el Juez debe acudir a la Hermenéutica Jurídica entendida ya no como ese sistema de reglas formales, gramaticales, etc., sino como un sistema axiológico de reglas que le permitan distinguir una jerarquía de principios y valores a reivindicarse en cada caso o situación concreta y a tono con la realidad actual. Por ello el Juez debe aprender a razonar y argumentar mas allá del texto o la letra de la ley, única forma de adecuarla al caso concreto, pues si bien no puede inventar una norma, si debe “reajustándola al caso”. Esta operación la debe cumplir a partir de los principios o normas generales existentes en códigos y leyes, para obtener por deducción, inferencia o analogía, otra cantidad indeterminada de normas para cada caso concreto, recordando que la ley regula casos genéricos y el debe resolver casos específicos. 
LOS VALORES, LOS PRINCIPIOS, LOS AFORISMOS, EN LA ARGUMENTACION JURIDICO PROCESAL

A mas de la cita de normas constitucionales, legales, precedentes jurisprudenciales y criterios doctrinarios, capítulo importante en la argumentación jurídico procesal constituye la invocación de valores, principios, derechos fundamentales y también de axiomas o aforismos jurídicos como expresiones sintéticas o condensadas de sabiduría, muchas veces de aceptación común e irrebatible, que sirven de sustento a un argumento.

LOS VALORES.-  son aquellas ideas o entes abstractos rodeados de cualidades éticas y morales, superlativas y originales,  que les hace distintos a otros entes o seres ideales, pues así como no tienen un mismo contenido, tampoco tienen una misma intensidad, importancia o jerarquía, por lo que “hay valores con mas alto valor que otros” ubicados en una “escala” ponderada o jerarquizada en función del papel que cumplen en relación con un ente real o material, sea ya un derecho, una norma, una persona, una cosa, al que valora y diferencia. 

En ese sentido constituyen bienes jurídicos específicos, de orden positivo(orden negativo, los antivalores) vinculados muchos de ellos con las distintas actividades que desarrolla el ser humano, entre las que encontramos valores morales, religiosos, políticos, etc., pero también jurídicos, como aquellos que incorpora el legislador en el proceso de producción de normas, criterio que nos permite entender porque toda norma es expresión de un valor; o, por que las normas y los principios están al servicio de los valores. Mas los valores también se ven  involucrados en el proceso civil y sus distintos actos, con ocasión del conflicto de intereses que conlleva también un conflicto de derechos y valores, en el que particularmente el Juez está llamado a respetar y reivindicar la dignidad humana como valor jurídico, espiritual y moral inherente a los sujetos del conflicto; a exigir lealtad y buena fe en todos sus actos; valorar las pruebas;  emitir juicios de valor en sus resoluciones, en base a una escala preestablecida en la ley; obrar con equidad, implementar justicia correctiva, etc. En este acto de reflexión encuentra los valores no en el elemento formal, objetivo o perinorma, sino en el elemento esencial, de contenido, o fondo, en la endonorma. 

Mas en el proceso de identificación de los valores en conflicto, el Juez debe evitar caer en errores de apreciación y jerarquización subjetiva, pues sus cualidades superlativas no las pone ni puede atribuir el, sino que son inmanentes a cada valor, por lo que su tarea tiene que ser objetiva. Dicho en otras palabras, los valores no son subjetivos, sino objetivos, son autónomos de la apreciación que le de el Juez. Así el valor Justicia, no puede estimarlo como su subjetividad le dicta, sino como lo impone objetivamente la Constitución y la ley. Lo contrario le llevaría a cometer errores sustanciales de argumentación como pretender que “Justicia es dar a cada quien lo que el Juez quiere”, cuando lo correcto sería, “Justicia es dar a cada quien lo que se debe”. En cuanto a la verdad como valor, no cabría sostener que “La verdad es lo que al Juez le parece, sino lo que la prueba establece”. También se erraría al decir, “La sentencia es justa porque me beneficia”(criterio subjetivo),  cuando lo correcto y objetivo sería, “La sentencia me beneficia porque es Justa”. Un ejemplo de error de subjetivización extrajudicial sería: “Esa chica es bella porque me gusta”, siendo lo objetivo, “Esa chica me gusta porque es bella”. En la primera parte de los ejemplos, el valor surge de la apreciación subjetiva, le atribuye el sujeto; y en la segunda, de su cualidad objetiva, propia o inmanente. Lo contrario llevaría a reconocer que hay tantas Justicias, verdades y bellezas, cuantas personas le cualifiquen y atribuyan un valor. 
Entre los valores individuales y colectivos que tácita o expresamente reivindica nuestro Estado Constitucional encontramos a la Justicia(art.1, 83 No.9) y la seguridad jurídica(art.82) que son valores centrales y fundamentales del sistema procesal, pero además otros como la verdad(art.83 No.2);  la tolerancia (art. 66, Nos. 9,10,11), la libertad(art. 77 No. 1) y aquellos que subyacen en los arts. 169, 76,77, 86 y siguientes de la Constitución, 26 y siguientes del Código Orgánico de la Función Judicial. A todos ellos debe acudir el Juez pues constituyen la sustancia o esencia de los derechos fundamentales, particularmente del derecho al debido proceso y a la dignidad humana. Si los derechos fundamentales constituyen el componente básico del ordenamiento jurídico estatal, es porque son expresión de un sistema de valores.
 Del estudio de los valores en el campo del derecho se encarga la Axiología o Estimativa Jurídica, rama de la Filosofía del Derecho que los clasifica, jerarquiza, analiza,  investiga y explica su origen y su fin.

LOS PRINCIPIOS JURIDICOS O DE DERECHO.- son aquellos postulados, ideas fundamentales o simplemente fundamentos que sustentan la ciencia jurídica, las leyes y la actividad jurídica, particularmente la procesal de la que es parte la argumentación  judicial. También se los puede considerar como los instrumentos de protección tanto de los valores jurídicos que subyacen en toda norma incluida la procesal, cuanto de aquellos que forman parte del conflicto de intereses sobre el que se desarrolla el proceso civil. Igualmente se ha dicho que los principios constituyen presupuestos axiológicos que sirven de fundamento a las normas de derecho positivo. También se sostiene que al desentrañar la estructura de los principios se encuentra que son verdaderas normas dotadas de generalidad e indeterminación, pues como señala Javier Perez Royo “Los principios Generales del Derecho no son mas que las normas fundamentales o generalísimas del sistema, a partir de las cuales se puede deducir la solución de un problema no regulado expresamente en las diferentes normas que coexisten en un momento dado en el ordenamiento jurídico”. Es frecuente hablar de “normas de principio”, o de “principios normativos”.
 Como ejemplos tenemos a los ya estudiados del Derecho Procesal y del Derecho Probatorio, pero agregando a manera de ejemplos, aquellos declarados en la Constitución en sus Títulos I, Capítulo Primero: “Principios Fundamentales” del Estado;  II, Capítulo Primero: “Principios de aplicación de los Derechos”; IV, Capítulo Cuarto: “Principios de la Administración de Justicia”; Sección Tercera: “Principios de la Función Judicial”; en sus arts. 75, 168, 169 etc. De igual forma los encontramos en los primeros artículos del Código Orgánico de la Función Judicial y en otros Códigos y Leyes. 

Así, en caso de argumentar vacíos normativos u obscuridad en la aplicación de la ley, el art. 29 inc. primero y segundo del C. Orgánico de la F. Judicial determina que deberán llenarse o aclararse “con los principios constitucionales y generales del derecho procesal”, acudiendo para ello en auxilio la Dogmática Jurídica cuyo método permite estudiar el contenido de la norma a partir de los principios.

Al menos cabe referir que en el campo de la argumentación jurídica son también útiles los Principios Básicos de la Argumentación General, es decir aquellos que se invocan en otras áreas de las ciencias, como los Principios de Identidad, Contradicción, Tercero Excluido y Razón Suficiente, cuyo estudio  fundamental para el Abogado se podría desarrollar en una cátedra específica.
Del estudio de los principios se encarga la Principialística o Principialismo Jurídico. 

LOS AFORISMOS, conocidos también como axiomas, brocardos, sentencias o máximas de sabiduría, son expresiones lingüísticas lacónicas o resumidas, pero profundas en su contenido justo y verdadero de conceptos, juicios o proposiciones jurídicas de raíces filosófico jurídicas. Dada su importancia, han sido recogidos por el legislador e incorporados en códigos y leyes en la forma de “conceptos normativos”. De su estudio y sistematización se preocupa la Aforística Jurídica.
Dentro del género de los aforismos jurídicos encontramos muchos de naturaleza y utilidad procesal, por ejemplo: “En derecho las cosas son lo que son y no lo que se dicen ser”; “La suerte de lo principal sigue lo accesorio”; “Siempre que la ley no deniegue un recurso, se entenderá que lo concede”; “A nadie puede impedirse la acción que no esté prohibida por la ley”; “Nadie está obligado a hacer algo prohibido por la ley, o a dejar de hacer algo no prohibido”; “La norma que prohíbe lo menos, prohíbe lo mas”; “La norma que permite lo mas, permite lo menos”; “Nadie puede beneficiarse de su propio error”; “Se pueden renunciar los derechos que confiere la ley si miran solo al interés del renunciante y su renuncia no esté prohibida por la ley”; “Nadie está obligado a lo imposible”;  “No hay proceso civil sin demanda de parte”; “La buena fe se presume, la mala fe se prueba”; “Toda persona se presume inocente mientras no se le declare culpable”; “Es preferible dejar libre a un culpable que condenar a un inocente”; “Nadie da lo que no tiene”; “Donde la ley no exige, no le es dado exigir al Juez”; “Donde la ley no limita, no le es dado limitar al juez”; “A confesión de parte, relevo de prueba”; “Es lícito hacer uso de los derechos, pero es ilícito abusarlos”, etc. 
LAS FALACIAS ARGUMENTATIVAS: CONCEPTO Y CLASIFICACION

Sin embargo de que los principios y los usos del lenguaje buscan guiar a la argumentación por el camino de la verdad y la certeza, no siempre los resultados cumplen con tal objetivo, en unos casos por errores en la formulación de oraciones, conceptos, definiciones, proposiciones, etc., en otros, por las denominadas falacias argumentativas.

Una falacia argumentativa es un error de argumentación que se aprecia cuando una conclusión no es  el resultado lógico de las premisas utilizadas, por lo que habrán tantas falacias cuantos errores de razonamiento existan, ya conscientes o inconscientes, de buena o mala fe. En la vida política y judicial, encontramos casos en que por ignorancia o candidez, o  por cinismo, que busca confundir y convencer, se hace uso y abuso de los denominados paralogismos y  sofismas.

Los sofismas son argumentos falsos o engañosos, sustentados en mentiras disfrazadas de verdad, con las que intencionalmente se busca persuadir e inducir a error,  afectando a los derechos de las personas o de la sociedad. Los paralogismos son argumentaciones erróneas, fruto del desconocimiento, ingenuidad o falta de capacidad de razonamiento de las personas.

Para David Martinez Zorrilla, existen dos clases de falacias: las FORMALES y las MATERIALES. 

Son FORMALES aquellos errores de razonamiento que llevan a que la conclusión no sea el resultado lógico de las premisas planteadas. Aquí el error se da en la FORMA de manejar el silogismo. Por ello existirán tantas falacias, cuantos errores lógicos se cometan. Ej.  El usurero presta dinero a intereses ilegales. X prestó dinero. X es usurero. El razonamiento es erróneo, pues bien puede X haber prestado legalmente.
Son FALACIAS MATERIALES aquellos razonamientos erróneos o inadecuados, fruto del erróneo o impreciso contenido de las premisas. Aquí el error se da en el CONTENIDO del silogismo.

Entre otras, tenemos:

1.- La falacia ad hominem: se ataca a la persona que argumenta y no al argumento. Se busca desacreditar el argumento, desacreditando al argumentante, lo cual es incluso inmoral o anti ética. Esto sucede cuando no hay razones válidas ni pruebas para desvirtuar el argumento del contrario. Ej. En su contestación verbal o escrita, el demandado no rebate las razones y argumentos del actor, sino se dedica a desprestigiarlo poniendo de relieve los aspectos negativos de su personalidad, vida privada, negocios, etc. En la política hay abundantes ejemplos.

2.- El falso dilema: se sostiene ante el tribunal, por escrito o de manera verbal, que solo hay dos alternativas para una situación o un problema, cuando en verdad hay mas. Ej. se sostiene que de permitirse la salida al exterior del alimentante, no se podrá cobrar la pensión fijada, argumento falso, pues puede volver, o si no vuelve puede enviar la pensión, puede tener bienes con que responder, u obligados subsidiarios  solventes. Recordemos que el dilema verdadero nos ubica frente a una disyuntiva integrada por dos casos o proposiciones contrarias pero que nos conducen a una misma conclusión o resultado.
3.- La falacia ad ignorantiam: se sostiene que dado que no existe prueba en contra de una afirmación, esta es verdadera. Es el caso del actor que afirma hechos en su demanda y que considera que al no haber demostrado el demandado lo contrario, el tiene la razón, argumento falso pues olvida las reglas de la carga de la prueba.  Recordemos que ignorancia es ignorar o desconocer algo por falta de instrucción o debida formación en el campo o ámbito en el que se argumenta. En el ejemplo es evidente el desconocimiento del Derecho Probatorio.
4.- La falacia ad misericordiam: a falta de pruebas o argumentos valederos, se apela a la piedad o compasión del juez para justificar un hecho u obtener una decisión favorable. Ej. el obligado al pago de una deuda solicita al juez se declare sin lugar la demanda, pues está enfermo y sin trabajo, aspectos irrelevantes para la decisión procesal. Ej. en la vida estudiantil. El estudiante que para justificar un mal examen oral y lograr del profesor que le “acole” a pasar el año, argumenta que está nervioso, su abuelita está enferma, o que vino sin desayunar.

5.- La falacia de la ambigüedad: se abusa de un término o expresión ambigua, esto es, que tiene doble sentido o interpretación, para, aprovechándose del significado que no es pertinente al caso, inducir al juez a una conclusión favorable. Ej. el demandado solicita se declare sin lugar la demanda, pues indica que el actor en su confesión admitió que ya pasaron cuentas  de los negocios que habían mantenido, lo que no significa que haya reconocido el pago de la obligación demandada, que podría ser autónoma de aquellas cuentas. Por ello la lógica aconseja el uso preferente de términos unívocos, es decir que tengan igual sentido, valor o naturaleza de aquello que se busca expresar. 
6.- La falacia de autoridad: se utiliza en respaldo de un  argumento o postura procesal, el criterio u opinión de personas, políticos, juristas, etc. que no tienen conocimientos sobre un tema o materia en debate. Ej. cuando en defensa de un criterio o posición jurídica, se acude al criterio de un político o del Nuncio Apostólico, que no tienen autoridad en la materia, cuando lo correcto sería acudir al pensamiento de algún  reconocido  jurista. Al respecto, para una mejor argumentación debemos acudir con certeza a la doctrina, esto es, al criterio auxiliar de juristas reconocidos,  al “argumento de autoridad” reconocido por la lógica formal.
REGLAS PARA MEJORAR LA CALIDAD DE LA ARGUMENTACION

A mas de evitar las falacias argumentativas, David Martinez Zorrilla remitiéndose a Anthony Weston, aconseja algunas prácticas argumentativas que las expresa a través de estas reglas:

1.- Aprender a distinguir claramente las premisas y la conclusión del argumento.

2.- Plantear o formular las ideas de manera ordenada.

3.- Optar por las premisas mas confiables.

4.- Utilizar un lenguaje concreto y específico.

5.- Evitar el lenguaje emotivo.

6.- Ser consistente en el uso de los términos.

7.- Evitar términos o expresiones ambiguas, optando por términos de un solo significado.

8.- En los argumentos basados en ejemplos, utilizar mas de un ejemplo.

9.- El ejemplo debe ser representativo de aquello que argumenta.

10.- Tener en cuenta los contra ejemplos.

11.- La analogía requiere de una similitud relevante.

12.- En el argumento de autoridad, deben citarse las fuentes.

13.- Las fuentes deben ser cualificadas.

14.- Las fuentes deben ser imparciales.

15.- El recurso a la autoridad pierde fuerza si hay discrepancia entre las fuentes.
